BOLETÍN N° 751-14.
INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Compensación de Dividendos de Préstamos Hipotecarios para la Vivienda.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
Se deja constancia que, en opinión de la Comisión, la casi totalidad del articulado de la iniciativa ley en estudio, debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, principalmente, entre otros, sus artículos 1°, 2°, 3° y 6° permanentes y artículo transitorio, los que fueron aprobados, formalmente por la Comisión, en atención que requieren el patrocinio de S.E. el Presidente de la República, por incidir en materia financiera y demandar un mayor gasto.
Se dejó constancia, asimismo, del compromiso por parte de los representantes del Ejecutivo de obtener dicho patrocinio constitucional y formular la indicación correspondiente ante la Comisión de Hacienda.
2.-
Cabe  hacer  presente  que  S.E.  el
Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, la que ha calificado de "simple", de la cual se dio cuenta en sesión celebrada el 31 de Mayo de 1994.
A las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, además de sus miembros, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Alberto Etchegaray; el actual titular de dicha Cartera, don Edmundo Hermosilla; el señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, don Sergio Galilea; el señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don José Florencio Guzmán; el abogado Jefe del Departamento Jurídico de dicha Superintendencia, don Miguel Ángel Nacrur; el señor Intendente de Bancos, don Ernesto Livacic; los asesores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señores Pedro Meló y Patricio Walker; el señor Presidente del Banco del Estado de Chile, don Andrés Sanfuentes; y el Gerente de Crédito Hipotecario del Banco BHIF, don José Gabriel Várela.
ANTECEDENTES LEGALES
1.- La Ley General de Bancos.
Su  Titulo  XI,  denominado  "De  Las
Operaciones de los Bancos Comerciales", establece, en su artículo 83, las operaciones que podrán efectuar los bancos comerciales.
El número 4 bis), del citado artículo 83, señala entre las operaciones que pueden efectuar, la de otorgar créditos que se encuentren amparados por
3.-
las  normas
garantía hipotecaria,  con sujeción   a generales que dicte la Superintendencia.
A continuación, la norma regula las formalidades de tales créditos, disponiendo que se extenderán por escritura pública que lleve la cláusula a la orden, de la cual se otorgará una sola copia autorizada que se entregará al acreedor, la que será transferible por endoso colocado a continuación, al margen o al dorso del documento, con indicación del nombre del cesionario, determinando que, para fines exclusivos de información la cesión deberá anotarse al margen de la inscripción de la hipoteca.
Agrega la norma, que el cedente sólo será responsable de la existencia del crédito, y que podrán ser cesionarios de estos créditos los bancos, las sociedades financieras y otras entidades reguladas por leyes especiales que les permitan tales inversiones, siendo necesario, en este último caso, que la Superintendencia declare por norma general que ese tipo de sociedades puede adquirirlos.
Continúa señalando que excepto cuando el cesionario sea un banco o sociedad financiera el crédito quedará en cobranza en la institución financiera cedente, que estará facultada para percibir y alzar el gravamen, a menos que el cesionario designe otra institución financiera como agente administrador de mutuos hipotecarios, del artículo 21 bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1941.
2.- El Decreto Ley N° 3.475, de 1980.
Este cuerpo legal grava con los impuestos que indica diversas actuaciones y documentos
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que dan cuenta de los actos jurídicos, contratos y otras convenciones que señala, estableciendo en VII Títulos las normas respecto a los documentos gravados; la base imponible; el sujeto del impuesto; los responsables de su pago; las exenciones; las infracciones y disposiciones generales.
3.- La ley N° 18.045, Ley de Mercado de
Valores.
Su artículo 9° establece el concepto de información esencial. Dispone que la inscripción en el Registro de Valores obliga al emisor a divulgar en forma veraz, suficiente y oportuna, toda información esencial respecto de si misma, de los valores ofrecidos y de la oferta.
Agrega que se entiende como información esencial aquella que un hombre juicioso consideraría importante para sus decisiones sobre inversión.
4.- La ley N°  19.281,  que Establece
Normas Sobre Arrendamiento de Viviendas con Promesa de Compraventa.
Su artículo 1° autoriza a los bancos, sociedades financieras y cajas de compensación de asignación familiar, para abrir y mantener cuentas de ahorro para el arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, de acuerdo con las normas de la misma ley, con objeto de recibir en ellas el ahorro metódico y el ahorro voluntario que efectúen sus titulares, a fin de pagar las rentas de arrendamiento y acumular fondos suficientes para financiar la compra de las viviendas arrendadas, en el plazo convenido entre las partes.
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De acuerdo al inciso segundo del Articulo 4°, se entiende por aporte, para los efectos de la propia ley, los depósitos metódicos en dinero que se hagan en la cuenta, de acuerdo con los términos del contrato de ahorro metódico, con el fin de pagar la renta de arrendamiento y acumular fondos suficientes para el pago del precio de la compraventa de la vivienda.
Por su parte, el inciso quinto, del artículo 4°, establece que el aporte del arrendatario se expresará también en unidades de fomento y su monto será fijo durante toda la vigencia del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, salvo acuerdo en contrario de las partes.
El Título II de la ley contiene normas relativas a las Sociedades Inmobiliarias Propietarias de las Viviendas que podrán darse en Arrendamiento con Promesa de Compraventa.
Su artículo 11 determina que podrán
darse en arrendamiento con promesa de compraventa viviendas de dominio de sociedades inmobiliarias constituidas para este objeto, las que deben constituirse como sociedades anónimas abiertas o cerradas, las que elaborarán sus estados financieros de acuerdo a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, sometidas al control de la Superintendencia de Valores y Seguros, que tendrá las atribuciones y facultades que le confiere la ley N° 18.046 y su ley orgánica.
Su   artículo   12   autoriza   a   las sociedades a que se refiere la letra j) del artículo 98
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del decreto ley N° 3.500, de 1980, para incluir dentro de su giro las actividades que regula este Título.
Su artículo 13 faculta a los bancos y sociedades financieras para constituir filiales como sociedades inmobiliarias las gue en su constitución y operación se sujetarán a las normas de la Ley General de Bancos.
El artículo 14 autoriza a los agentes administradores de mutuos hipotecarios, a gue se refiere el artículo 21 bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, para incluir dentro de su giro las actividades gue regula este Título, bajo el control de la Superintendencia de Valores y Seguros, gue tendrá las atribuciones y facultades gue le confiere la ley N° 18.046 y su ley orgánica.
El artículo 15 autoriza a las cajas de compensación de asignación familiar para incluir dentro de su giro las actividades gue regula este Título sometidas, en lo relativo a la captación de ahorros, a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.
El artículo 16 señala gue, para los efectos de esta ley, se entiende gue son sociedades inmobiliarias todas las sociedades mencionadas en los artículos anteriores del presente Título.
El Titulo IV de la ley contiene los artículos, 42, 43 y 44.
El artículo 42 establece gue en los contratos de arrendamiento con promesa de compraventa gue se celebren de acuerdo a las normas de esta ley,
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deberá establecerse la obligatoriedad de contratar seguros de incendio y desgravamen, exceptuando del último a los arrendatarios varones mayores de 65 años o mujeres mayores de 70.
El artículo 43 dispone gue la sociedad inmobiliaria deberá contratar, por su cuenta y cargo, un seguro de desempleo o de pérdida de la fuente de ingreso del arrendatario, que cubra el riesgo del no pago del aporte convenido.
Por su parte, el articulo 44 dispone gue la sociedad inmobiliaria podrá exigir a los arrendatarios, gue no tengan la calidad de trabajadores dependientes, la formación de un fondo de garantía para responder en caso de incumplimiento en el pago oportuno del aporte, sin gue con ello se exceda el porcentaje del 25% de la renta.
5.- El D.F.L. N° 251, de 1931 en su artículo 21 bis, establece gue con sujeción a las normas generales gue dicte la Superintendencia, las compañías de seguros del segundo grupo podrán otorgar, por intermedio de un agente administrador, mutuos hipotecarios endosables con los gue podrán respaldar el patrimonio a gue se refiere el artículo 26 y hasta el 30% de sus reservas técnicas y de patrimonio de riesgo. Los mutuos se otorgarán sólo a personas naturales para fines de adquisición, construcción, ampliación o reparación de viviendas urbanas o bien, para refinanciar mutuos hipotecarios endosables de que trata este artículo o para prepagar créditos hipotecarios otorgados a personas naturales para los fines antes dichos, acorde al Título XII del decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960, Ley General de Bancos, y los otorgados para los mismos fines en conformidad a la ley
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N° 16.807, por un monto que no exceda el 80% del valor de tasación del bien raíz. El crédito deberá quedar garantizado con primera hipoteca.
Señala que dichos mutuos deberán extenderse en una escritura pública que lleve cláusula a la orden, de la cual se otorqará una sola copia autorizada que se entregará al acreedor, la que será transferible por endoso colocado a continuación, al margen o al dorso del documento, con indicación del nombre del cesionario. Para fines exclusivos de información, la cesión deberá anotarse al margen de la inscripción hipotecaria. El cedente sólo responderá de la existencia del crédito.
Manifiesta que la administración de estos mutuos se efectuará por personas jurídicas que cumplan con los requisitos y condiciones que fije una norma de carácter general dictada por la Superintendencia y que se encuentren inscritas en un registro especial que llevará dicho organismo. A estos agentes les corresponderá otorgar los mutuos por cuenta propia o de las entidades aseguradoras, tasar las propiedades, calificar la solvencia del deudor y las demás obligaciones que señale la referida norma. Los bancos y sociedades financieras podrán actuar como agentes sin necesidad de inscripción.
Establece que las compañías de seguros del segundo grupo podrán también adquirir mutuos hipotecarios endosables a que se refiere el artículo 83 número 4 bis de la Ley General de Bancos y mutuos hipotecarios endosables otorgados en conformidad a la ley N° 16.807, siempre que dicha inversión cumpla con los fines, modalidades y limitaciones que establece este artículo.
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FUNDAMENTOS DEL PROYECTO
Según señala el Mensaje, el Supremo Gobierno ha adoptado diversas medidas tendientes a resolver o paliar las situaciones de arrastre que han afectado a diversos sectores de los deudores hipotecarios de la vivienda.
En tal sentido -expresa el Mensaje-,
durante el año 1991 se solucionaron los problemas de 320.000 deudores SERVIU, y a 22.000 deudores hipotecarios del sector bancario, a lo cual se sumará otro proyecto de ley para atender los problemas de 50.000 deudores ex-ANAP, y de Cajas de Previsión.
Continúa el Mensaje señalando que durante el estudio y la tramitación de diversas iniciativas legales, el Gobierno planteó la necesidad de abordar, hacia el futuro, la situación de los deudores de la vivienda que, con motivo de variaciones significativas entre el índice de reajuste de las remuneraciones y el de la unidad de fomento, que rige su deuda, pudieren no estar en condiciones de pagar oportunamente su dividendo reajustado de acuerdo a esta última, formulando, entonces, las bases de un Fondo de compensación de dividendos, el que era necesario complementar con un sistema de seguro para el pago de los mismos.
Por último, indica que habiendo terminado el estudio para el establecimiento del seguro de cesantía, se somete a la consideración del Congreso el presente proyecto, que crea el Fondo de Compensación
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de  Dividendos  de  Préstamos  Hipotecarios  para  la Vivienda.
DISCUSIÓN GENERAL
Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó la exposición del señor Ministro de Vivienda, don Alberto Etchegaray, guien reiteró las ideas, fundamentos y objetivos del proyecto, ampliando la información contenida en el Mensaje, expresando que el Gobierno ha formulado diversas iniciativas destinadas a resolver los problemas de los deudores hipotecarios de la vivienda.
Sin embargo -continuó expresando-, durante el trámite de las iniciativas correspondientes, se planteó la conveniencia de establecer, para el futuro, la situación gue podria producirse si el reajuste de las remuneraciones y el de la unidad de fomento gue rige la mayor parte de las obligaciones hipotecarias, no son paralelos.
Indicó gue teniendo presente gue en el momento actual no se prevé una crisis, resulta muy conveniente legislar para evitar los problemas propios de situaciones económicas difíciles, en gue un gran número de deudores podrían no estar en condiciones de pagar sus dividendos.
Agregó gue en tales circunstancias se presentó a consideración del Congreso Nacional un proyecto gue crea un seguro de pago de cuotas hipotecarias por cesantía, y se presenta ahora otro proyecto de ley gue fija las bases para crear un fondo
11.-
de compensación de préstamos hipotecarios para la vivienda.
Por su parte, don Edmundo Hermosilla, actual Ministro de Vivienda y Urbanismo, calificó el proyecto como necesario y estratégico para la política de vivienda.
Manifestó que está destinado a que el pago de la diferencia en el dividendo, cuando el índice de precios al consumidor supere el índice de reajuste de remuneraciones, pueda ser postergado, a fin de evitar que resulte afectada la familia que está pagando.
Agregó que, para tal efecto, el Fisco proveerá a la institución financiera del refinanciamiento necesario, para que ellas concedan el beneficio al deudor, sin que esto implique un préstamo al deudor o un gasto para el Fisco.
Continuó expresando que legislar en un periodo de normalidad entre índice de precios al consumidor e índice de remuneraciones, como el actual, el proyecto evitará importantes costos futuros, y facilitaría la forma de resolver eventuales controversias, destacando que el sistema no es obligatorio para los bancos e instituciones financieras, ni para el deudor del banco o institución que se adscriba al sistema.
Por último, resaltó que se trata de un proyecto muy específico y que, para su aprobación, es de especial importancia la época, estimando que la actual es la más adecuada, dado que existe una situación de normalidad económica.
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El señor Fiscal de la Superintendencia,
don Miguel Ángel Nacrur, formuló algunas consideraciones generales, de índole jurídico, sobre el proyecto en estudio.
Señaló que el Banco es el acreedor de
una persona que obtuvo un crédito hipotecario para la vivienda, pactado con algún sistema de reajuste autorizado por el Banco Central -actualmente unidad de fomento o índice valor promedio-, y que, por lo tanto, el deudor está obligado a pagar un dividendo periódico, normalmente mensual.
Este deudor pacta su dividendo considerando su índice de remuneraciones y, actualmente, no se puede prestar una suma cuyo dividendo exceda del 25% de la renta mensual. Dicho deudor -agregó-, cuando vea deteriorada su relación renta-dividendo podrá ir donde su banco acreedor y optar al beneficio de esta ley.
Explicó que existen dos maneras de establecer el beneficio. La primera consiste en que el deudor, por el monto que no cubriera de su dividendo, pasara a ser deudor del Fisco, que integraría esa parte y se la pagaría puntualmente a la institución financiera. Esto produciría un pago por subrogación y el Fisco pasaría a ocupar el lugar jurídico que tenía la institución financiera por el remanente.
La segunda alternativa, la considerada en el proyecto, consiste en que el Fisco paga la diferencia a nombre del deudor a la institución financiera, lo que se traduce en un préstamo del Fisco
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a dicha institución, que pasa a ser deudora del Fisco por la diferencia que se le ha enterado.
Prosiguió expresando que, considerando este mecanismo, es que se habla de refinanciamiento, ya que en definitiva la institución financiera obtiene los mismos recursos que recibiría por el préstamo inicial, con la periodicidad pactada en el mutuo original, pero siendo una parte pagada por el deudor en el servicio de su deuda, y la otra pagada por el Fisco.
Indicó que se prefirió esta fórmula,
teniendo en consideración que el banco o institución financiera es el acreedor original y que, como tal, normalmente tiene como garantía la misma vivienda sobre la cual ejecutar su crédito.
Expresó que jurídicamente el Banco pasa a adeudarle una suma de dinero al Fisco en virtud del pago que el Fisco efectuó a nombre del deudor. El Fisco no se transforma en acreedor de cada uno de los deudores hipotecarios por la parte que él ha pagado, y para el Fisco surge un crédito contra el Banco que opta a este beneficio, razón por la cual en el proyecto se requiere la voluntad del Banco para ingresar al sistema.
Estimó que las consecuencias de la fórmula planteada son claras desde el punto de vista del riesgo de que el deudor, en el período de extensión, no pague al Banco la diferencia que ha sido enterada por el Fisco, pues tal riesgo es del Banco, acreedor del deudor hipotecario, que se resguarda con la garantía hipotecaria constituida oportunamente por su deudor, y que tiene acceso a los medios que franquea la ley para cobrar su crédito.
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Por último, manifestó que a la institución acreedora le interesaría ingresar al sistema para mantener una mejor cartera hipotecaria vigente, tener un flujo de caja actual, y lograr mayor recuperación de su cartera a la espera que mejore la situación del deudor y que, desde otro punto de vista, en el período de extensión, la institución financiera tiene derecho a cobrar una comisión al deudor por el manejo de la cartera, la que tiene por objeto mantener el sistema, ya que el cobrar el crédito y asumir la responsabilidad de su pago al Fisco corresponde a la institución financiera, que sigue siendo el acreedor del deudor hipotecario.
El señor Superintendente de Bancos, don José Florencio Guzmán, expresó que el mayor éxito del Fondo de Compensación se produciría si no fuere necesario utilizarlo, pues el proyecto tiene por objeto establecer un mecanismo de protección anticipada ante situaciones de emergencia económica, estableciendo una solución automática, consistente en que el deudor paga el dividendo de menor valor que resulta de aplicar el índice de reajuste de remuneraciones, como factor de reajustabilidad de su dividendo, en vez del índice originalmente pactado, generalmente unidad de fomento. La diferencia que se produzca considerando esta fórmula de reajustabilidad, se traspasa hasta el término del servicio de la deuda.
Esto, agregó, no implicaría un subsidio al deudor, excepto en cuanto se le cobrara una tasa de interés normalmente más baja que la de mercado. El deudor sólo deja de pagar el interés a la tasa de mercado, pues la diferencia de tasa de interés la cubre el Fondo, al igual que la diferencia que se produjere
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al reajustar el dividendo considerando el índice de remuneraciones y no el índice de precios al consumidor.
El proyecto contempla -expresó-, que mientras la diferencia que se produzca entre el índice de remuneraciones y el índice de precios al consumidor sea positiva, no opera el Fondo de Compensación.
Continuó señalando que el momento desde el cual se mide la diferencia, entre el índice de precios al consumidor e índice de remuneraciones, debe ser el momento de la contratación del crédito, pues la opinión de la Superintendencia es que si un deudor durante años ha mejorado sus remuneraciones ha qenerado una mayor capacidad de ahorro y ha disminuido paralelamente el monto de su dividendo en relación al 25% de sus ingresos, originándose, además, una plusvalía de la propiedad, motivo por el cual estima que es apropiado calcular las diferencias entre los índices considerando el momento del otorgamiento del crédito.
Respecto    al    interés    de    las
instituciones financieras por ingresar al sistema, recalcó que si tienen o no esta cobertura será un elemento a considerar por el deudor al momento de solicitar su crédito. Enfatizó que es un mal negocio para un Banco el llegar a una situación de remate porque, en general, la garantía en una situación de crisis no cubre el saldo de la deuda, de manera que hay una natural predisposición del Banco de generar situaciones favorables para cada deudor, en la medida que es factible, porque la ejecución de la garantía a tiempo, en muchos casos, es una mejor salvaguarda para el Banco que reprogramar en base a triquiñuelas que pudiere intentar un deudor.
16.-
En relación a los parámetros utilizados
para limitar el sistema a préstamos para la adquisición de viviendas que no excedan de 1200 unidades de fomento, y para viviendas cuyo valor de tasación, a la fecha del otorgamiento, no supere las 2000 unidades de fomento, indicó que son los mismos utilizados en diversos proyectos pues, con tales montos, cubren al tipo de persona que se trata de favorecer, porque se supone que por sobre esa cantidad, de acuerdo a las estadísticas del volumen de deuda otorgada, pareció que en, todos los casos, esa línea de corte era apropiada, tanto en relación al valor de la vivienda como al del préstamo original.
Además, otra explicación para considerar dichos montos como tope es que a la fecha de presentación del proyecto, el valor máximo de las viviendas que podían acogerse al subsidio general unificado era de 2000 unidades de fomento, monto que actualmente se ha reducido a 1500 unidades de fomento.
Por su parte, el señor Presidente del Banco del Estado de Chile, don Andrés Sanfuentes, manifestó que estima muy positivo la oportunidad para legislar respecto a la materia, en una época en que no se prevé una crisis económica, para la cual está diseñado el Fondo, pues la experiencia revela que en tales situaciones resultan más difíciles y costosas las soluciones, para todas las partes involucradas.
Destacó, como otro aspecto favorable,
la característica voluntaria del sistema, que permite entrar y salir del mismo, tanto a los deudores como a las instituciones financieras.
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Manifestó que, en su opinión, el mecanismo está diseñado para ser usado exclusivamente en épocas de crisis pues, de lo contrario, dado que requeriría reliquidar cada cuota mensualmente, el sistema irrogaría un alto costo administrativo y computacional para las entidades financieras.
Por otra parte, expresó que el proyecto contiene imprecisiones en su texto, particularmente en sus artículos cuarto y noveno, que estima de redacción confusa.
Al respecto, precisó que el artículo 4°
permite diversas interpretaciones, las que afectan los costos y la efectividad del mecanismo de compensación. Es así, ya que la Superintendencia entiende que el período, al cual la norma se refiere, es el que media entre la contratación del crédito y aquel en que se produce un aumento del índice de precios al consumidor mayor que el del índice de remuneraciones y que, en consecuencia, las deudas deben ser registradas desde su origen en la unidad reajustable respectiva y, paralelamente, con las variaciones que genere con el índice de remuneraciones.
De esta forma, si durante los primeros años aumenta más el índice de remuneraciones que el índice de precios al consumidor cuando se de la situación contraria, y aumente el índice de precios al consumidor en relación al índice de remuneraciones, será necesario que dicho aumento se equipare al aumento previo del índice de remuneraciones para que el afectado pueda utilizar el Fondo, lo que no parece lógico debido a que es muy probable que en época de crisis la comparación con el índice de remuneraciones así calculada se mantenga por encima de la respectiva
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unidad reajustable, debido a que en tiempos normales las remuneraciones tienden a crecer por sobre la inflación, con lo cual el afectado sólo recibirá el beneficio cuando la crisis ya esté terminando, pues recién ambos índices se equipararán.
Aqregó que su interpretación era que el período a que alude el artículo 4° significaba simplemente que si en forma independiente al punto de partida se producía una caída del índice de remuneraciones, lo que ocurriría en períodos de dificultades económicas generalizadas, operaba inmediatamente el Fondo.
En relación al artículo 9°, manifestó que también origina diferentes interpretaciones al no precisarse, con suficiente claridad, que el deudor de la Tesorería General de la República lo constituye la institución financiera, estimando que los Íntegros que deberán  efectuar  Bancos  y  Sociedades  Financieras corresponderán al monto del refinanciamiento que hará el Fondo, con su correspondiente reajuste y la tasa de interés establecida en el artículo sexto.
Continuó expresando que el sistema considera que es responsabilidad de los bancos el pagar los fondos entregados por la Tesorería, sin que paralelamente se considerara que el costo de una eventual cobranza al deudor es elevado, estimando insuficiente la comisión del 1%, ante la eventualidad de una mora de las cuotas reprogramadas.
Por último, formuló una apreciación respecto a requerir una declaración jurada, afirmando que a un tercio de la población chilena que no es asalariada jurada se le pide para cumplir los
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requisitos, pero que las instituciones financieras no están en condiciones de verificar si corresponden a la situación socioeconómica del deudor, ya que el costo de la verificación es extremadamente elevado, siendo muy difícil, de ese modo, determinar la situación económica de cada deudor.
El señor Gerente de Créditos Hipotecarios del Banco BHIF, don José Gabriel Várela, manifestó que resulta interesante establecer mecanismos generales para prever situaciones en que las variaciones de los índices de reajustabilidad de los créditos hipotecarios es, en un porcentaje importante, superior al aumento del índice de remuneraciones.
De igual manera, destacó que se requiera estar al día en el pago de los dividendos para acogerse al sistema, pues es primera vez que se establecen premios para los deudores que cumplen oportunamente con sus compromisos.
Sin embargo, agregó, estando de acuerdo con los fundamentos de la iniciativa resulta necesario que sea perfeccionada.
Entre las correcciones que estimó importantes, señaló la de no discriminar entre los mecanismos de financiamiento pues, si el proyecto establece requisitos de valor del crédito y precio de la vivienda para acogerse a sus disposiciones, resulta indiferente el mecanismo de financiamiento utilizado. Por ejemplo, señaló, el beneficio se concede incluso para los préstamos otorgados, en su oportunidad, por el antiguo sistema de ahorro y préstamo, los que se otorgaban precisamente mediante mutuos endosables, los que no considera el proyecto. El incluirlos resultaría
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beneficioso, ya que hace más atractivos estos instrumentos para los inversionistas institucionales, desarrollando un sistema alternativo de financiamiento habitacional.
Por otra parte, estimó necesario establecer que para acogerse a las normas de esta ley el deudor no sólo debe estar al día en el servicio de sus dividendos, sino que debe permanecer al día, quedando fuera del sistema si se mantiene en mora en cualquier momento.
En relación al requisito de la declaración jurada del deudor, se manifestó partidario de establecer una sanción para quien formule una declaración falsa, a fin de evitar establecer obligaciones cuyo incumplimiento carece de sanción.
Desde el punto de vista de la operatividad del sistema, señaló que es necesario que el dividendo se exprese en unidades de fomento y, paralelamente, en una unidad que se reajuste de acuerdo al índice de sueldos y salarios, para que sea posible a las instituciones financieras emitir boletines de pago de dividendos reajustados de ambas formas.
En cuanto a los costos que el sistema origina para las instituciones acreedoras, indicó que informar mensualmente a los deudores el valor del dividendo reajustado por índices diferentes, controlar los montos utilizados del Fondo de compensación que deben capitalizarse anualmente a una determinada tasa de interés implica que, por cada préstamo concedido susceptible de acogerse al sistema, el acreedor deberá controlar y administrar dos préstamos, aunque ningún
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deudor se acoja al sistema o no se den los supuestos que hacen funcionar el Fondo.
Continuó expresando que, para cubrir todos estos costos, el proyecto permite cobrar un punto porcentual por sobre la tasa de interés que la Tesorería General de la República le cobre a la institución participante, que será su único inqreso para solventar los gastos de administración del préstamo, además del riesgo del crédito y de la legítima utilidad del acreedor, lo que estima totalmente insuficiente.
Por último, en cuanto a la forma de operar del Fondo, sugirió modificar su mecánica estableciendo que desde el momento en que el índice de precios al consumidor sea superior, en un determinado porcentaje, al índice de reajuste de remuneraciones, los dividendos se reajustarán en base al último de ellos, y las diferencias que se produzcan con el dividendo calculado en unidades de fomento constituirán usos del Fondo. El deudor, continuará pagando el dividendo- reajustado de acuerdo al índice de remuneraciones aunque resulte superior al índice de precios al consumidor, y constituirán devoluciones, de los usos del Fondo realizados, las diferencias positivas que se producirán respecto del mismo dividendo reajustado de acuerdo a la unidad de fomento, volviendo a reajustarse los dividendos según la unidad de fomento al momento en que el deudor cancele todos los usos del fondo previamente realizados, extendiéndose el plazo original del crédito sólo si a la fecha de su vencimiento hay usos del fondo no restituidos.
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Durante  la  discusión  general  del
proyecto, en el seno de vuestra Comisión hubo un amplio debate acerca del contenido de esta iniciativa, acordando, la unanimidad de sus miembros, modificar la estructura de la iniciativa solucionando problemas de carácter legal y de redacción del texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, elaborando un texto que soluciona las observaciones formuladas durante su discusión general.
Por su parte, acogiendo las sugerencias
planteadas por vuestra Comisión, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla, elaboró un texto alternativo que sometió a consideración de la Comisión.
Al así hacerlo, el señor Ministro manifestó que al Ejecutivo le interesa que el Fondo funcione en la mejor forma posible, y que se encuentra de acuerdo en perfeccionar la iniciativa, tanto en su redacción, como en las modificaciones necesarias para que las instituciones financieras participen.
Destacó el señor Ministro que las modificaciones propuestas de acuerdo a los planteamientos de la Comisión, tienen por objeto, entre otros, el ampliar su ámbito de aplicación incluyendo en el sistema, como beneficiarios, a los arrendatarios de viviendas con promesa de compraventa de la ley N° 19.281; incluir entre las instituciones participantes, originalmente bancos e instituciones financieras, a las emisoras de mutuos, por no existir motivo para su exclusión, eliminando para ello la referencia al articulo 83 de la Ley General de Bancos; determinar las instituciones participantes en dos articules en reemplazo de la norma del artículo 10 del
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proyecto original; establecer la obligación de enviar avisos por carta certificada al deudor, para contribuir a la toma de conocimiento del mismo de su posibilidad de ingresar al sistema; modificar las normas de los artículos 3° y 5° del proyecto original en otros dos artículos,   en  lo  que  dice  relación  con  los beneficiarios  últimos  del  Fondo,  sustituyendo  el requisito de ser poseedor el beneficiario por el de ser propietario, estableciendo que el inmueble debe estar destinado a la habitación del propio beneficiario, evitando beneficiar a quien la destina a la habitación de otra persona, por ejemplo arrendándola, y eliminando el  requisito  de  la  declaración  jurada;  precisar, mediante cinco artículos, el contenido de los artículos 4", 7° y 8° originales;  en cuanto a la devolución de los recursos, subir el tope porcentual en que se puede recargar el refinanciamiento ya que, de otra manera, las instituciones participantes difícilmente cubrirían sus costos si ingresaran al sistema y, por último, establecer, que en caso de prepago o pagos anticipados efectuados   por   el   beneficiario,   se   rebajará primeramente lo debido al refinanciamiento del Fondo.
Vuestra Comisión desea dejar constancia que participaron, además del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, las personas señaladas al comienzo de este informe, a las cuales agradece su aporte para el estudio del proyecto de ley en comento; asimismo manifiesta que evaluó debidamente las observaciones verbales y escritas que tuvieron a bien exponer, las que fueron debidamente ponderadas durante la discusión particular de este proyecto de ley.
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Vuestra Comisión, escuchadas las intervenciones de las personas anteriormente individualizadas y después de un detenido y extenso debate acerca de las materias ya reseñadas, y teniendo presente los antecedentes verbales, legales y técnicos mencionados, aprobó, por la unanimidad de sus miembros, la idea de legislar.
HH.
Se  encontraban  presentes  los Senadores señores Cooper, Díaz, Letelier y Otero.
DISCUSIÓN PARTICULAR
El proyecto de ley aprobado por la H.Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de once artículos permanentes, y un articulo transitorio.
Las disposiciones anteriores se pasan a analizar a continuación, en forma detallada, siguiendo el mismo orden en que aparecen en el proyecto de la H. Cámara de Diputados, efectuando para ello una breve descripción del contenido de cada una de ellas, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular, y de los acuerdos adoptados a su respecto.
Durante la discusión de este proyecto la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, dar una nueva estructura a esta iniciativa legal, con el objeto de obtener una mejor sistematización y ordenamiento de sus disposiciones.
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Las observaciones propuestas por la Comisión tendientes a precisar, solucionar problemas de carácter legal y mejorar la redacción del texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, fueron recogidas por el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla en un nuevo texto alternativo, el cual fue sometido a consideración de la Comisión.
Este texto no contiene diferencias en la filosofía global en que está inserto el proyecto de ley en análisis, cuyo objetivo principal es contemplar la existencia de un mecanismo de financiamiento de dividendos para enfrentar situaciones de crisis, en caso de producirse una disminución en los salarios reales.
La Comisión, por su parte, elaboró también un texto cuyo contenido recoge las observaciones formuladas durante la discusión general del proyecto en análisis.
Teniendo  presente  las  prevenciones anteriores, pasamos a estudiar, a continuación, dichos textos en relación con lo aprobado por la H. Cámara de Diputados.
La Comisión, por la unanimidad de sus
miembros acordó distribuir en cinco párrafos la materia de que trata este proyecto, del siguiente tenor:
1.- Del sistema,  su administración y sus beneficiarios (articulo 1° a 3°);
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2.- De la forma en que las instituciones pueden acogerse o retirarse del sistema (artículos 4° y 5°);
3.- De los deudores hipotecarios y arrendatarios promitentes compradores beneficiarios del sistema (artículos 6° y 7°);
4.- Del funcionamiento del sistema (artículos 8° a 12), y
5.- De los efectos de la cesión de los mutuos hipotecarios y de contratos de arrendamiento con promesa de compraventa regidos por la ley N° 19.281 (artículo 13).
Estos    párrafos,    con    sus
denominaciones, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señora Frei y señores Cooper, Frei Bolívar, Letelier y Otero.
ARTICULO 1°
Crea el Fondo de Compensación de Dividendos de Préstamos Hipotecarios para la Vivienda, que tendrá como objeto financiar las diferencias que se produzcan, en un mismo período, entre la suma que corresponda pagar a los deudores de préstamos -otorgados por bancos y sociedades financieras-, por concepto de dividendos según el sistema de reajustabilidad pactado, y la suma que cada vez se determine conforme al aumento que experimenten las remuneraciones, en los términos y condiciones que esta ley fija.
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Además, su inciso segundo exceptúa del sistema a los préstamos hipotecarios otorgados conforme al articulo 83 bis, N° 4, de la Ley General de Bancos.
Sometido a discusión este artículo se señaló que éste no da una idea clara de lo que se pretende, ya que no es un Fondo de Compensación porque éste es aquél que da prestaciones distintas que se equiparan.
Se indicó que jurídicamente la compensación es un modo de extinguir obligaciones y que dichas obligaciones no se extinguen sino que se postergan, dándose un financiamiento y no una compensación.
Se señaló que dada la naturaleza del Fondo, del articulado y del mecanismo contemplados mediante el cual se adelanta o anticipa un monto de recursos cuando hay diferencias entre los valores de los salarios reales negativos y que después es devuelto, corresponde hablar de sistemas de financiamientos de diferencias de dividendos que se produce entre el dividendo que debió pagarse y el que efectivamente se va a pagar por parte de los deudores que se hubieran acogido.
Se dejó constancia que el proyecto se
refiere a los deudores acogidos al sistema y que la sustitución tiene por objeto clarificar el concepto y la finalidad del Fondo.
Se expresó que los términos "contratos de mutuo" o "de deuda hipotecaria" son sinónimos, y que algunos mutuos pueden ser cedibles mediante endoso y otros contratos de mutuo pueden cederse de acuerdo con
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las normas del Código Civil. Por ello se prefirió hablar de préstamos para la vivienda y de contratos de arrendamiento con promesa de compraventa como las dos grandes alternativas.
Se indicó que hay una tercera alternativa porgue cuando se está vendiendo el saldo de precio garantizado con la deuda hipotecaria no se trata de un mutuo ni de un préstamo, sino de un saldo de precio hipotecario.
Se manifestó gue este es un proyecto de ley gue no se pone en el caso de proteger, porgue no existe un sistema establecido en el país de financiamiento habitacional vía saldo de precio, sino lo gue pretende esta ley es precaver las eventuales diferencias gue puedan producirse entre el índice de reajuste y de UF y el índice de remuneraciones frente al mecanismo de financiamiento habitacional y éstos son vía crédito hipotecario y vía arrendamiento con promesa de compraventa; estas son las dos alternativas gue la Comisión acordó establecer.
Se enfatizó, para la interpretación de la historia de la ley, gue hay dos alternativas, gue son las señaladas anteriormente: financiamiento habitacional vía deudas hipotecarias gue consideran los mutuos hipotecarios y también los saldos de precios y vía de aportes de arrendamiento con promesa de compraventa.
En mérito a las consideraciones anteriores, la Comisión por la unanimidad de sus miembros acordó aprobar formalmente este artículo, en atención a gue reguiere patrocinio del Ejecutivo, el gue se formalizará ante la Comisión de Hacienda.
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En consecuencia, acordó sustituir el texto de la H. Cámara de Diputados, por otro, que recoge las ideas señaladas anteriormente y que crea el "Sistema para el financiamiento de diferencias que se puedan producir en los dividendos de préstamos hipotecarios para la vivienda y de aportes a contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa regidos por la ley Nº 19.281". Establece, además, que las diferencias a financiar son aquellas que resulten de aplicar a los dividendos de las deudas hipotecarias o a los aportes pactados en los contratos de arrendamiento con promesa de venta regidos por la ley N? 19.281, el sistema de reajuste pactado en el respectivo contrato y las sumas que el deudor o arrendatario, en su caso, deban efectivamente pagar de haberse acogido a las normas de esta ley.
ARTICULO 2°
Establece que el Fondo, creado por el artículo 1°, se financiará con el aporte fiscal que anualmente consulte la Ley de Presupuestos, y que será administrado por la Tesorería General de la República.
Durante la discusión de esta norma la Comisión se formuló las siguientes interrogantes: que pasaría si el aporte fiscal fuere de un monto inferior al necesario para cubrir el pago a las diferentes Instituciones que se acogerían al sistema. A cuáles se les paga y a cuáles no. Quién cobra y quién no. Quiénes se financian y cuáles no.
Se aseveró que en el  caso que  se dispongan de recursos suficientes éstos siguen en el
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erario nacional, surgiendo el problema cuando faltan fondos.
La Comisión acordó dejar claramente establecido en la historia de la ley que en el evento anteriormente señalado, la Tesorería, tiene que arbitrar los medios para que todas las Instituciones queden cubiertas.
En mérito de lo anteriormente expuesto acordó por la unanimidad de sus miembros, aprobar formalmente esta norma, la que requiere patrocinio constitucional, como se señaló en la parte inicial de este informe.
En consecuencia, la Comisión acordó sustituir este artículo por otro que establece que la Tesorería General de la República tendrá a su cargo proveer el financiamiento del sistema con cargo al aporte fiscal que anualmente se considere en la Ley de Presupuestos. Además, señala que la Tesorería deberá cobrar y percibir las cuotas que las instituciones acogidas al sistema deban pagar en razón de haber hecho uso del financiamiento.
En seguida, la Comisión, por unanimidad de sus miembros, acordó aprobar y consultar, a continuación del articulo 2°, los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, y 7° que consignan cuáles son las instituciones participantes; cuándo se entenderán acogidas al sistema las instituciones y los deudores o beneficiarios; cómo se publicita y comunica el hecho de haberse acogido, tanto la institución como el beneficiario, respectivamente; cómo se pueden retirar del sistema, la
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fecha desde la cual se produce el retiro y sus efectos; requisitos que debe cumplir el beneficiario para acogerse al sistema; obligaciones que contrae el beneficiario por su ingreso, la forma que debe hacerlo, desde cuándo tiene derecho a los beneficios, como retirarse del sistema y la forma de reincorporarse al mismo.
Como se señaló en la parte inicial de este  informe, la  Comisión  aprobó  formalmente  los artículos 3° y 6°, nuevos, en atención a que requieren patrocinio constitucional, el cual se formalizará ante la Comisión de Hacienda.
ARTICULO 3°
Esta norma limita el financiamiento de las diferencias, a que se refiere el articulo 1°, a los préstamos para la adquisición o construcción de viviendas cuyo monto original no exceda de 1.200 unidades de fomento, y cuya tasación a la fecha de otorgamiento no supere las 2.000 unidades de fomento.
Además, su inciso segundo limita el acceso al beneficio a deudores que posean un sólo inmueble destinado a vivienda, circunstancia que deberá acreditarse mediante declaración jurada.
Como se señaló anteriormente, con el objeto de obtener un mejor ordenamiento de las normas de esta ley, la Comisión contempló esta materia en el nuevo articulo 6° que señala los requisitos que deben cumplir los beneficiarios del sistema.
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Respecto a esta norma nos referiremos a las letras c) y d), que fueron objeto de un amplio debate, precisándose, para la historia de la ley, su verdadero sentido y alcance.
Con tal efecto se dejó constancia, que el término "mejorada" establecido en la letra c) relativo a la tasación comercial de la vivienda, comprende la "reparación" de la misma, ya que el criterio del Ejecutivo es mejorar la calidad de los inmuebles destinados a la habitación, salvando, así, la situación que se produciría si alguien impetra los beneficios de esta ley respecto de un préstamo solicitado con el objeto de ampliar su inmueble.
Respecto de la letra d), que exige acreditar mediante declaración jurada no ser propietario ni arrendatario promitente comprador de más de una vivienda, se discutió en vuestra Comisión sobre la conveniencia de establecer sanciones.
La primera proposición sanciona al infractor impidiendo su incorporación al sistema. La segunda, sanciona al infractor, además, con la pena establecida en el artículo 210 del Código Penal, y multa de 5 a 25 unidades tributarias mensuales.
Sometida a votación la primera proposición, se produjo un doble empate, quedando para el Tiempo de Votación de la sesión siguiente. Repetida la votación, se rechazó por dos votos a favor y tres en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señora Frei y señor Frei Bolívar, y por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Letelier y Otero.
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Sometida a votación la segunda proposición, resultó aprobada por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señora Freí y señor Frei Bolívar, y por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Letelier y Otero.
ARTICULO 4°
Determina que el Fondo refinanciará al banco o sociedad financiera que lo solicite, por la totalidad de los préstamos hipotecarios para adquisición o construcción de viviendas que cumplan con los requisitos señalados en el artículo anterior, y que procederá dicho refinanciamiento cuando el monto del dividendo que debería paqar al deudor en un período, resulte superior al monto del dividendo en el mismo período seqún el índice de Remuneraciones que determine el Instituto Nacional de Estadísticas.
El inciso sequndo establece que  los bancos o sociedades financieras, que se acojan a lo dispuesto en el inciso anterior, deberán indicar, en el aviso de cobranza, el monto de cada dividendo de acuerdo al reajuste pactado en el contrato y al que debería pagar el deudor si se aplicara el índice de Remuneraciones como sistema de reajuste .
En todo caso, este beneficio no se aplicará durante el primer año de vigencia del préstamo por las diferencias que pudieren producirse en ese período, ni tampoco podrá utilizarse para diferencias por un monto menor que el que establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras mediante normas de general aplicación.
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La Comisión acordó eliminar este artículo, teniendo presente que las normas en el contenidas se encuentran contempladas en los artículos 1°, 3° y 4°, ya aprobados.
ARTÍCULOS 5° y 6°
Pasaron a ser articulo 7°.
El artículo 5° de la H. Cámara de Diputados determina que el deudor, para acogerse al beneficio, deberá indicarlo a su institución acreedora, la que debe haber optado por el refinanciamiento, en el momento en que se le concede el crédito hipotecario o, si es durante el servicio de la deuda, en el del mes de enero de cada año.
Además, la norma establece que el beneficio es renunciable por el deudor pero que, si ejerce esa opción, sólo podrá obtenerlo nuevamente respecto a la misma vivienda después de 3 años de su servicio.
Por su parte, el artículo 6° de la H. Cámara de Diputados establece que en el evento que el dividendo que corresponda paqar al deudor en un período resulta superior al que correspondería si se aplicara el índice de Remuneraciones como factor de reajustabilidad, el deudor que se encuentre al día en el pago de sus dividendos, podrá pagar su dividendo reajustado de acuerdo a éste último índice.

La diferencia que resulte de reajustar con el menor de estos índices, deberá ser pagado por el
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deudor a contar de la fecha de vencimiento del crédito, o de sus prórrogas, si existieren tales, convirtiéndose la diferencia en las unidades de fomento que corresponda de acuerdo a la fecha en que debió pagarse, las que devengarán una tasa de interés anual igual a la vigente para los refinanciamientos otorgados por la Tesorería General de la República a las instituciones financieras, conforme con el artículo 7°, desde la fecha en que se utilizó el beneficio, recargada en un punto porcentual, pagándose esta suma en dividendos iguales a los del servicio original del préstamo, o el dividendo menor que el deudor estuviere pagando por aplicación de lo dispuesto en este artículo.
La Comisión acordó, por unanimidad, reemplazar estos artículos, por otro, signado con el N° 7, que señala la forma en que el beneficiario manifiesta su decisión de incorporarse al sistema y la obligación que contrae de pagar la sobretasa de interés que le cobrará la institución, la que no podrá exceder del 2% anual.
Se dejó constancia, para los efectos de la interpretación de este artículo, que mientras no presente el beneficiario efectivamente la declaración jurada no se producirá su incorporación al sistema.
Además, su inciso segundo establece que los beneficios de la icorporación operarán transcurridos que sean tres meses desde la misma, y se mantendrán mientras el beneficiario se encuentre al día en sus pagos.
Finalmente, se consagra la libertad del beneficiario para retirarse del sistema, dando el aviso pertinente, el que se materializará por el hecho de
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entregar la declaración respectiva, y la forma y plazo en que le es permitido reincorporarse, siempre que entre la fecha de su retiro y la de su reincorporación, haya mediado un lapso ininterrumpido no inferior a tres años, tratándose de un mismo crédito hipotecario o contrato de arrendamiento con promesa de compraventa.
Se dejó constancia para la historia de la ley que la frase final no tiene otra finalidad que la de establecer que no está afecto a esta limitación si se trata de un nuevo contrato de compraventa, de un nuevo mutuo o de un nuevo contrato de arrendamiento por haber vendido su anterior vivienda o por haber cedido los derechos del otro contrato.
ARTICULO 7°
Ha   pasado ser articulo 8º, modificando su redacción.
El artículo 7° de la H. Cámara de Diputados determina que la parte del dividendo que se rebaje, por aplicación del artículo anterior, será refinanciada, en las condiciones que fije el Ministerio de Hacienda, por el Fondo a la institución acreedora, en forma trimestral o en períodos inferiores, de acuerdo al valor de la unidad de fomento.
Además, esta norma establece un registro de todas las operaciones en las que el deudor se acoja al financiamiento por el Fondo de parte de su dividendo, que llevarán las instituciones financieras remitiendo periódicamente una nómina de tales operaciones, a lo menos mensualmente, a la Tesorería General de la República.
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El articulo 8° aprobado por la Comisión establece que el Sistema operará cada vez que, al último día del penúltimo mes calendario inmediatamente anterior al de aquel en que deba efectuarse la amortización del crédito o el pago del aporte de arrendamiento, se hubiese producido entre la variación del índice de reajustabilidad pactado en el respectivo contrato y la variación del índice de remuneraciones por hora publicado por el Instituto Nacional de Estadística, una diferencia superior a la variación determinada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para estos efectos. En caso que la diferencia entre ambas variaciones sea inferior a la determinada por la Superintendencia, no tendrá lugar el mecanismo establecido en esta ley.
Durante la discusión de esta norma el debate se centró en la fórmula empleada para determinar cuándo opera el Sistema.
Se estimó correcta la fórmula aprobada por cuanto es la primera información disponible en el tiempo respecto a la variación de los índices, que hace posible calcular las diferencias mensualmente. Además, se tuvo presente que el Banco Central utiliza una fórmula semejante.
En mérito a las consideraciones anteriores la Comisión, por unanimidad, acordó aprobar esta norma.
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ARTICULO 8°
El inciso primero de la H. Cámara de Diputados determina que los documentos otorgados para constancia de las reprogramaciones de créditos con recursos del Fondo modifican, de pleno derecho, el titulo del crédito respectivo en los términos de la renegociación, sin necesidad de otra solemnidad, formalidad o inscripción y, que el título así modificado conservará su fuerza ejecutiva, su liquidez. y todas sus garantías, hasta cabal cumplimiento de la obligación modificada.
Por último, su inciso segundo exime de la ley de impuesto de timbres y estampillas, establecidos en el decreto ley N° 3.475, de 1980, a los actos y contratos relativos a la renegociación.
La Comisión por la unanimidad de sus
miembros, acordó eliminar el inciso primero de este artículo con la finalidad de concordarlo con normas previamente aprobadas.
Respecto de su inciso segundo, acordó,
con la misma votación anterior, aprobarlo como artículo 12, con otra redacción.
ARTICULO 9°
Señala que el producto de las operaciones de refinanciamiento, de acuerdo a los "íntegros" que realicen los bancos y sociedades financieras, ingresará a rentas generales de la nación.
39.-
La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros suprimir este artículo en atención a que la materia en él contenida se encuentra regulada en las diversas normas que conforman el articulado del proyecto.
La  Comisión  acordó  por  unanimidad, consultar a continuación tres artículos nuevos signados con los números 9, 10 y 11.

El artículo 9° establece que en el evento que la diferencia de reajustabilidad entre los Sistemas indicados en el artículo anterior exceda de la variación máxima señalada por la Superintendencia, el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador acogido al Sistema, sólo estará obligado a pagar el respectivo dividendo o aporte de arrendamiento pactados reajustado conforme al índice de variación de remuneraciones por hora. La diferencia que resulte entre este índice y el contractual será financiada por la Tesorería, en forma tal que el acreedor o arrendador reciba en su totalidad la amortización o aporte de arrendamiento conforme al Sistema de reajustabilidad pactado en el contrato.
Su inciso segundo señala que esta diferencia se determinará en unidades de fomento conforme a la equivalencia en pesos que ésta tenga al día de vencimiento de la respectiva mensualidad y la Tesorería a lo menos trimestralmente, deberá entregarla a la Institución que deba recibir el financiamiento, conforme a la equivalencia que la unidad de fomento tenga al día de su pago efectivo.
40.-
Su inciso tercero señala que la Institución beneficiada será directamente deudora de la Tesorería por las unidades de fomento recibidas, las que deberá pagar a ésta con el interés correspondiente a una tasa anual que será fijada por el Ministerio de Hacienda y que deberá ser similar a la que devenguen los títulos de deuda emitidos por el Estado o, en su defecto, por el Banco Central de Chile. Este interés se capitalizará anualmente. La restitución del financiamiento y el pago de los intereses se hará en la misma forma y oportunidad en que deba hacerlo el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, conforme a lo establecido en el articulo siguiente.
Finalmente, su inciso cuarto indica que cada vez que se produzca la circunstancia señalada en el inciso primero de este articulo el aviso de cobro al beneficiario, además del valor de la mensualidad calculado de acuerdo al sistema de reajustabilidad pactado, deberá contener su valor calculado de acuerdo a la variación experimentada por el índice de Remuneraciones por Hora publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anteprecedente a aquél a que el deudor o arrendatario promitente comprador se acogió al Sistema y el mes anteprecedente al del pago de la respectiva mensualidad.
Respecto del articulo 9° el debate se centró en su inciso segundo, buscando establecer que la Tesorería a lo menos trimestralmente, cualquiera que sea el Reglamento, no podrá dilatar el pago a las instituciones participantes, más allá de ese periodo de tiempo.
En cuanto a la responsabilidad por el pago a la Tesorería, se recordó que el deudor de la
41.-
Tesorería es la institución y se acordó dejar constancia que si el deudor no paga no disminuye la responsabilidad de la institución acreedora y que la restitución del financiamiento es a la Tesorería.
Respecto al inciso final del articulo 9°, se dejó constancia que la terminología usada es distinta a la del artículo 8°, en atención a que el índice de remuneraciones es mensual y no es necesario señalar el día. Se agregó, además, que en los métodos de reajustabilidad pactados pueden darse variaciones diarias, como en el caso de la unidad de fomento, lo que hace conveniente para tales casos precisar el día.
El articulo 10 propuesto por la Comisión indica que el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, por el solo hecho de acogerse al Sistema, queda obligado a pagar las diferencias a que se refiere el artículo precedente, determinadas en unidades de fomento y con una tasa de interés equivalente a la vigente para los refinanciamientos otorgados por la Tesorería más el recargo pactado, en cuotas mensuales y sucesivas que irán venciendo en los meses inmediatamente posteriores al de la última mensualidad estipulada en el contrato respectivo. Su monto será igual al promedio de las últimas doce mensualidades que el beneficiario debió pagar conforme al contrato y se les aplicará el Sistema de Financiamiento, si ello fuere procedente. El número de estas cuotas se extenderá hasta que el crédito hipotecario o aporte de arrendamiento queden íntegramente pagados, incluido el refinanciamiento que hubiese tenido lugar.
42.-
Su inciso segundo establece que los intereses se aplicarán sobre el saldo de capital adeudado y se capitalizarán anualmente.
Su inciso tercero señala que en caso de que el deudor o arrendatario promitente comprador hiciere un abono anticipado a su contrato original y éste hubiere hecho uso del mecanismo establecido en esta ley, estos fondos se aplicarán primero a restituir los montos financiados conforme a esta ley, y el remanente, si lo hubiere, se aplicará a las obligaciones del contrato original. Este prepago dará origen a una obligación equivalente de prepago por parte de la institución respectiva a Tesorería.
Su inciso final, manifiesta que las instituciones llevarán un registro de todas las operaciones que se efectúen por la aplicación de las normas de esta ley y enviarán, a lo menos mensualmente, una nómina de ellas a la Tesorería.
En cuanto al artículo 10, la Comisión acordó, a indicación del Ejecutivo agregar los tres incisos nuevos finales anteriormente señalados al texto propuesto por la Comisión. De ellos cabe destacar el tema relativo a los intereses que se aplicarán sobre el saldo de capital adeudado y se capitalizarán anualmente.
Si el deudor abonare anticipadamente al
vencimiento de su contrato original y hubiere hecho uso del mecanismo establecido en esta ley, dichos fondos se imputarán primero a restituir los montos financiados y el remanente, si lo hubiere, se aplicará al contrato original.
43.-
Se dejó constancia que el término financiamiento incluye el capital más los intereses respectivos.
Se explicó que como hay capitalización anual de intereses los únicos que van a existir son los generados en el período comprendido entre el 1° de enero y el momento del prepago.
Finalmente, la Comisión aprobó el artículo 11 de su indicación, con modificaciones formales, sin mayor debate.
Dicho artículo indica que el Sistema establecido en esta ley no modifica ni altera las estipulaciones contractuales ni afecta la calidad de título ejecutivo que tenga el instrumento respectivo. Ello no obstante, para todos los efectos legales, se entenderá que el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador han cumplido debidamente su obligación contractual por el solo hecho de pagar oportuna y efectivamente los dividendos o aportes de arrendamiento, conforme a los términos de la presente ley. El no pago oportuno y cabal de las cuotas de financiamiento en los términos establecidos en el artículo precedente, producirá los mismos efectos que se hayan estipulado en el contrato original para el caso de no pago de cualquiera cuota de amortización o de aporte de arrendamiento.
ARTICULO 10
Pasó  a  ser  artículo  4°,  con  otra
redacción.
44.-
El artículo 10 de la H. Cámara de Diputados, establece que los bancos y sociedades financieras que se acojan al sistema de refinanciamiento que establece esta ley, deberán comunicarlo a la Tesorería General de la República, y darlo a conocer en la forma dispuesta en el artículo 9° de la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores, es decir, en forma veraz, suficiente y oportuna y que, de igual manera, deberá informar su intención de no continuar acogida al sistema, lo que podrá hacer efectivo transcurridos noventa días desde la publicación respectiva.
La Comisión aprobó, por unanimidad, la nueva redacción dada a esta norma que fue contemplada como artículo 4° del texto aprobado por la Comisión y que establece, en su inciso primero que una Institución se entenderá acogida al Sistema desde el momento mismo en que ingrese, a la Oficina de Partes de la Tesorería, una comunicación firmada por su representante legal, en la que manifieste expresamente su decisión de acogerse a éste.
Su inciso segundo indica además, para el solo efecto del conocimiento público de esta decisión, deberá, a su costo y dentro de los 15 días siguientes a la fecha de entrega de la comunicación a que se refiere el inciso precedente, publicarla por dos veces en un diario de la respectiva región o, de tratarse de Instituciones cuya sede principal sea la ciudad de Santiago, en dos diarios de circulación nacional. Entre los avisos deberá mediar un lapso no inferior a cinco días. El incumplimiento de esta obligación dejará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, la comunicación respectiva, sin perjuicio de que pueda repetirse el procedimiento.
45.-
Finalmente, su inciso tercero señala que de igual manera, en caso de tener deudores hipotecarios o arrendatarios promitentes compradores al momento de efectuar la comunicación, deberá informarles este hecho por escrito junto con enviarles el aviso de cobro del respectivo dividendo o aporte de arrendamiento de más próximo pago. En el caso de nuevos deudores hipotecarios o arrendatarios promitentes compradores, el hecho de estar la Institución acogida al Sistema, deberá ser expresamente indicado en el contrato y estipularse si el deudor o arrendatario, en su caso, se acogen o no a éste, sin perjuicio de que pueda hacerlo con posterioridad de acuerdo a lo establecido en el artículo 7º
ARTICULO 11
El artículo 11 de la H. Cámara de Diputados establece la fecha de vigencia de la ley, la que fija en el día 1° del mes siguiente al de su publicación, determinando que será aplicable, también, a los créditos previamente otorgados que reúnan los requisitos que esta ley señale, determinando que dichos deudores podrán acogerse a las normas de esta ley dentro de sesenta días, contados desde la fecha en que la institución financiera correspondiente realice la publicación a que se refiere el artículo 10, inciso primero.
Por último, hace aplicable las disposiciones de esta ley a las obligaciones a favor de bancos y sociedades financieras que cumplan las condiciones que señala, y que fueron adquiridas por
46.-
dichas entidades a la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo y a las instituciones previsionales.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó rechazar esta disposición, ya que las materias contenidas en ella -se encuentran subsumidas en el articulado ya aprobado por la Comisión.
En seguida la Comisión consultó como artículo 12 la disposición contenida en el inciso segundo del artículo 8° de la H. Cámara de Diputados, el que fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, sin mayor debate.
Esta norma establece que los actos y contratos que sean necesario celebrar para materializar el financiamiento establecido en la presente ley, estarán exentos del impuesto de timbre y estampillas establecidos en el Decreto Ley 3.475, de 1980.
En seguida la Comisión, por unanimidad, acordó contemplar un artículo 13, nuevo, que tiene por objeto regular la cesión de mutuos hipotecarios y de contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa.
Indica, en su inciso primero, que las cesiones de mutuos endosables o de contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, efectuadas después que el deudor o arrendatario promitente comprador se hubiere acogido a este sistema, incluirán el crédito originado por este concepto.
47.-
En su inciso segundo señala que si en el caso a que se refiere el inciso anterior, el cedente conserva la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, seguirá siendo responsable ante Tesorería, de las obligaciones provenientes de este Sistema, tanto de las ya devengadas como de aquellas por devengarse, y tendrá un crédito en contra del cesionario por un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
En su inciso tercero establece que si en el caso a que alude el inciso primero de este artículo, el cesionario encomienda a un tercero la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, el nuevo administrador subrogará al anterior en las obligaciones originadas por la aplicación de este Sistema, ante Tesorería. El nuevo administrador tendrá un crédito en contra del cesionario, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Finalmente, en su inciso cuarto manifiesta si al momento en que el beneficiario solicita acogerse a este sistema, el administrador no fuere titular del crédito o arrendador promitente vendedor, el administrador deberá recabar el consentimiento previo del titular del crédito o arrendador promitente vendedor, para acceder a lo solicitado. En este caso, si el titular del crédito o arrendador promitente vendedor otorga su consentimiento, el administrador será responsable ante Tesorería de las obligaciones provenientes de este Sistema. Dicho administrador tendrá un crédito contra
48.-
el titular o arrendador promitente vendedor, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Este artículo tiene por finalidad proteger a la Tesorería y reglamentar las relaciones que se producen entre el cedente y el cesionario.
Se destacó la importancia de este artículo por la evolución de la legislación y de los instrumentos financieros en el ámbito del financiamiento habitacional.
El H. Senador señor Otero aprobó esta disposición dejando constancia de su reserva respecto del artículo, pues le merece observaciones.
ARTICULO TRANSITORIO
Faculta al Presidente de la República para poner a disposición del Fondo que se crea en esta ley el aporte fiscal que se considerará anualmente en la Ley de Presupuestos.
Su inciso segundo establece que el gasto que demande la aplicación de esta ley, durante el año 1993, se financiará con el ítem que señala, de la Partida "Tesoro Público" de la Ley de Presupuestos vigente.
Como se señaló en la parte inicial de este informe, la Comisión aprobó formalmente, con modificaciones, este artículo, en atención a que requiere patrocinio del Ejecutivo, por incidir en materia financiera y demandar un mayor gasto.
49.-
Las modificaciones aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión tienen por objeto concordar este artículo con lo ya aprobado por la Comisión.
En consecuencia se sustituye, en el inciso primero, la frase "del Fondo que se crea en esta ley" por "de la Tesorería General de la República" y en el inciso segundo, el guarismo "1993" por "1994".
En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
- - Distribuir las normas de la iniciativa de ley en estudio, en los siguientes párrafos, nuevos:
"1.- Del sistema, su administración y sus beneficiarios" (articulo 1° a 3°);
"2.-  De  la  forma  en  que  las instituciones pueden acogerse o retirarse del sistema" (artículos 4° y 5°);
"3.- De los deudores hipotecarios  y
arrendatarios promitentes compradores beneficiarios del sistema" (artículos 6° y 7°);
"4.- Del funcionamiento del sistema" (artículos  8° a 12), y
50.-
"5.- De los efectos de la cesión de los mutuos hipotecarios y de contratos de arrendamiento con promesa de compraventa regidos por la ley N° 19.281" (artículo 13).
ARTICULO 1°
- - - Sustituirlo por el siguiente:
"Articulo 12.- Créase el "Sistema para el financiamiento de diferencias que se puedan producir en los dividendos de préstamos hipotecarios para la vivienda y de aportes a contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa regidos por la ley ns 19.281", con motivo de la aplicación de la presente ley, en adelante "el Sistema". Las diferencias a financiar son aquellas que resulten de aplicar a los dividendos de las deudas hipotecarias o a los aportes pactados en los contratos de arrendamiento con promesa de venta regidos por la ley N2 19.281, el sistema de reajuste pactado en el respectivo contrato y las sumas que el deudor o arrendatario, en su caso, deban efectivamente pagar de haberse acogido a las normas de esta ley.".
ARTICULO 2°
- - - Reemplazarlo por el siguiente:
"Artículo   22.-   El   Servicio   de
Tesorerías, en adelante, "la Tesorería", tendrá a su cargo proveer el financiamiento del Sistema con cargo al aporte fiscal que anualmente se considere en la Ley de Presupuesto. Además, la Tesorería deberá cobrar y percibir las cuotas que las instituciones acogidas al Sistema deban pagar en razón de haber hecho uso del financiamiento.".
Consultar, a continuación del artículo 2°, el siguiente artículo 3°, nuevo:
51.-
"Artículo 3º.- El Sistema se aplicará exclusivamente a los bancos, sociedades financieras, administradoras de mutuos hipotecarios a que se refiere el artículo 21 Bis del DFL. 251 del año 1931 y a las sociedades inmobiliarias a que se refiere la ley N9 19.281, en adelante las "Instituciones" que, en la forma establecida en esta ley, hubiesen comunicado a la Tesorería su decisión de acogerse a sus disposiciones. Asimismo, sólo se entenderán acogidos al Sistema los deudores hipotecarios o los arrendatarios promitentes compradores de estas Instituciones que, a su vez, las hayan notificado expresamente de igual decisión y cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.".
Contemplar, a continuación del artículo 3°, nuevo, el artículo 10 de la H. Cámara de Diputados, que pasa a ser 4°, con la siguiente redacción:
"Artículo  4º.-  Una  Institución  se entenderá acogida al Sistema desde el momento mismo en que ingrese, a la Oficina de Partes de la Tesorería, una comunicación firmada por su representante legal, en la que manifieste expresamente su decisión de acogerse a éste.
Además, para el solo efecto del conocimiento público de esta decisión, deberá, a su costo y dentro de los 15 días siguientes a la fecha de entrega de la comunicación a que se refiere el inciso precedente, publicarla por dos veces en un diario de la respectiva región o, de tratarse de Instituciones cuya sede principal sea la ciudad de Santiago, en dos diarios de circulación nacional. Entre los avisos deberá mediar un lapso no inferior a cinco días. El incumplimiento de esta obligación dejará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, la comunicación respectiva, sin perjuicio de que pueda repetirse el procedimiento.
De igual manera, en caso de tener deudores hipotecarios o arrendatarios promitentes compradores al momento de efectuar la comunicación, deberá informarles este hecho por escrito junto con enviarles el aviso de cobro del respectivo dividendo o aporte de arrendamiento de más próximo pago. En el caso de nuevos deudores hipotecarios o arrendatarios
52.-
promitentes compradores, el hecho de estar la Institución acogida al Sistema, deberá ser expresamente indicado en el contrato y estipularse si el deudor o arrendatario, en su caso, se acogen o no a éste, sin perjuicio de que pueda hacerlo con posterioridad de acuerdo a lo establecido en el articulo 72.".
Consultar a continuación del articulo 10 de la H. Cámara de Diputados, que pasó a ser 4°, el siguiente artículo 5°, nuevo:
"Articulo 5º.- Las Instituciones, siempre y en cualquier momento, podrán retirarse del Sistema, mediante el procedimiento señalado en el inciso primero y segundo del artículo precedente.
El retiro no afectará, en modo alguno, a los deudores hipotecarios y arrendatarios promitentes compradores que, hasta el día de efectuarse la última publicación establecida en el inciso segundo del artículo 42, se hubiesen acogido al Sistema y, a su respecto, la Institución tendrá las obligaciones y derechos que emanan de las normas de esta ley.".
ARTICULO 3°
-Pasó  a ser artículo 6º,reemplazado por el siguiente:
"Artículo 62.- Sólo podrán acogerse al
Sistema los deudores hipotecarios y arrendatarios promitentes compradores que cumplan los siguientes requisitos copulativos:
a) Su respectiva Institución acreedora o arrendadora debe estar acogida al Sistema;
b) Ser deudor de un contrato de crédito hipotecario cuya finalidad haya sido la adquisición, construcción o mejoramiento de un inmueble destinado a su vivienda, o ser arrendatario promitente comprador de
53.-
un contrato de arrendamiento con promesa de venta acogido a la ley N5 19.281;
c) La tasación comercial de la vivienda adquirida, construida, mejorada o arrendada, hecha al momento de la celebración del contrato respectivo por la Institución acreedora o arrendadora, no haya sido superior a 2.000 unidades de fomento y que el crédito en su caso, no haya excedido de 1.200 unidades de fomento;
d) No ser propietario de más de una vivienda o no ser arrendatario promitente comprador de más de una vivienda en los términos de la ley ns 19.281. Esta circunstancia se acreditará mediante declaración jurada que deberá adjuntarse al momento de acogerse al Sistema. La falsedad en esta declaración dejará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, su incorporación al Sistema y será castigada con la pena establecida en el artículo 210 del Código Penal y multa de 5 a 25 unidades tributarias mensuales;
e) Estar al día en el cumplimiento de las obligaciones contraídas en el respectivo contrato, Y
f) Además, tratándose de arrendatarios
promitentes compradores, que el pago de las rentas o aportes se haya estipulado en forma mensual.".
ARTICULO 4°
- - - Fue suprimido.
ARTÍCULOS 5° Y 6°
Pasaron a ser artículo  7º,reemplazado por el siguiente:  
"Articulo 72.- El deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador deberá manifestar por escrito su decisión de incorporarse al Sistema y aceptar pagar la sobretasa de interés que le va a cobrar la institución, de acuerdo a los términos de esta ley, la que no podrá exceder del 2% anual. Su incorporación se producirá por el solo hecho de
54.-
entregar en la oficina principal, sucursal o agencia de la Institución, la declaración respectiva y la correspondiente declaración jurada que establece la letra d) del articulo 6°. Mientras no se entregue esta declaración jurada, no se producirá su incorporación.
Los beneficios de la incorporación sólo se otorgarán transcurridos que sean tres meses desde la fecha de su incorporación y se mantendrán mientras el deudor o arrendatario promitente comprador se encuentre al día en sus pagos.
El deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador que se hubiese acogido al Sistema podrá, siempre y en cualquier momento, retirarse del mismo dando el aviso respectivo en la forma que establece el inciso primero de este artículo. El retiro se materializará por el solo hecho de entregar la declaración respectiva. Asimismo, el deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador podrá reincorporarse al Sistema cumpliendo el trámite establecido en dicho inciso primero y siempre que, entre la fecha de su retiro y la de su reincorporación, haya mediado un lapso ininterrumpido no inferior a tres años, tratándose de un mismo crédito hipotecario o contrato de arrendamiento con promesa de compraventa.".
ARTICULO 7°
ser
artículo 8º,
-  -  -Pasó  a reemplazado por el siguiente:
"Artículo 8º.- El Sistema operará cada
vez que, al último día del penúltimo mes calendario inmediatamente anterior al de aquel en que deba efectuarse la amortización del crédito o el pago del aporte de arrendamiento, se hubiese producido entre la variación del índice de reajustabilidad pactado en el respectivo contrato y la variación del índice de remuneraciones por hora publicado por el Instituto Nacional de Estadística, una diferencia superior a la variación determinada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para estos efectos. En caso que la diferencia entre ambas variaciones sea inferior a la determinada por la Superintendencia, no tendrá lugar el mecanismo establecido en esta ley.".
55.-
ARTICULO 8°
- - - Eliminar su inciso primero.
- - -  Su inciso segundo pasó a ser articulo 12, con otra redacción.
ARTICULO 9°
- - - Suprimirlo.
Consultar, a continuación del artículo7º, que pasó a ser 8º, los siguientes artículos 9°, 10 y 11, nuevos:
"Artículo 9°.- En el evento que la diferencia de reajustabilidad entre los Sistemas indicados en el artículo anterior exceda de la variación máxima señalada por la Superintendencia, el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador acogido al Sistema, sólo estará obligado a pagar el respectivo dividendo o aporte de arrendamiento pactados reajustado conforme al índice de variación de remuneraciones por hora. La diferencia que resulte entre este índice y el contractual será financiada por la Tesorería, en forma tal que el acreedor o arrendador reciba en su totalidad la amortización o aporte de arrendamiento conforme al Sistema de reajustabilidad pactado en el contrato.
Esta diferencia se determinará en unidades de fomento conforme a la equivalencia en pesos que ésta tenga al día de vencimiento de la respectiva mensualidad y la Tesorería a lo menos trimestralmente, deberá entregarla a la Institución que deba recibir el financiamiento, conforme a la equivalencia que la unidad de fomento tenga al día de su pago efectivo.
La Institución beneficiada será directamente deudora de la Tesorería por las unidades de fomento recibidas, las que deberá pagar a ésta con el interés correspondiente a una tasa anual que será
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fijada por el Ministerio de Hacienda y que deberá ser similar a la que devenguen los títulos de deuda emitidos por el Estado o, en su defecto, por el Banco Central de Chile. Este interés se capitalizará anualmente. La restitución del financiamiento y el pago de los intereses se hará en la misma forma y oportunidad en que deba hacerlo el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, conforme a lo establecido en el artículo siguiente.
Cada vez que se produzca la circunstancia señalada en el inciso primero de este artículo el aviso de cobro al beneficiario, además del valor de la mensualidad calculado de acuerdo al sistema de reajustabilidad pactado, deberá contener su valor calculado de acuerdo a la variación experimentada por el índice de Remuneraciones por Hora publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anteprecedente a aquél a que el deudor o arrendatario promitente comprador se acogió al Sistema y el mes anteprecedente al del pago de la respectiva mensualidad.
Artículo 10.- El deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, por el solo hecho de acogerse al Sistema, queda obligado a pagar las diferencias a que se refiere el artículo precedente, determinadas en unidades de fomento y con una tasa de interés equivalente a la vigente para los refinanciamientos otorgados por la Tesorería más el recargo pactado, en cuotas mensuales y sucesivas que irán venciendo en los meses inmediatamente posteriores al de la última mensualidad estipulada en el contrato respectivo. Su monto será igual al promedio de las últimas doce mensualidades que el beneficiario debió pagar conforme al contrato y se les aplicará el Sistema de Financiamiento, si ello fuere procedente. El número de estas cuotas se extenderá hasta que el crédito hipotecario o aporte de arrendamiento queden íntegramente pagados, incluido el refinanciamiento que hubiese tenido lugar.
Los intereses se aplicarán sobre el saldo de capital adeudado y se capitalizarán anualmente.
En caso de que el deudor o arrendatario promitente comprador hiciere un abono anticipado a su contrato original y éste hubiere hecho uso del mecanismo establecido en esta ley, estos fondos se aplicarán primero a restituir los montos financiados conforme a esta ley, y el remanente, si lo hubiere, se aplicará a las obligaciones del contrato original. Este
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prepago dará origen a una obligación equivalente de prepago por parte de la institución respectiva a Tesorería.
Las instituciones llevarán un registro de todas las operaciones que se efectúen por la aplicación de las normas de esta ley y enviarán, a lo menos mensualmente, una nómina de ellas a la Tesorería.
Artículo 11.- El Sistema establecido en esta ley no modifica ni altera las estipulaciones contractuales ni afecta la calidad de título ejecutivo que tenga el instrumento respectivo. Ello no obstante, para todos los efectos legales, se entenderá que el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador han cumplido debidamente su obligación contractual por el solo hecho de pagar oportuna y efectivamente los dividendos o aportes de arrendamiento, conforme a los términos de la presente ley. El no pago oportuno y cabal de las cuotas de financiamiento en los términos establecidos en el artículo precedente, producirá los mismos efectos que se hayan estipulado en el contrato original para el caso de no pago de cualquiera cuota de amortización o de aporte de arrendamiento.".
ARTICULO 10
- - - Pasó a ser artículo 4° con la redacción que se señaló anteriormente.
ARTICULO 11
- - - Suprimirlo.
Consultar   como   artículo   12,   a continuación del artículo 1.1, nuevo, el inciso segundo
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del artículo 8° de la H. Cámara de Diputados, con la siguiente redacción:
"Artículo 12.- Los actos y contratos
que sean necesario celebrar para materializar el financiamiento establecido en la presente ley, estarán exentos del impuesto de timbre y estampillas establecidos en el Decreto Ley 3.475, de 1980.".
Contemplar a continuación del artículo 8° de la H. Cámara de Diputados, que pasó a ser 12, el siguiente artículo 13, nuevo:
"Artículo 13.- Las cesiones de mutuos
endosables o de contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, efectuadas después que el deudor o arrendatario promitente comprador se hubiere acogido a este sistema, incluirán el crédito originado por este concepto.
Si en el caso a que se refiere el inciso anterior, el cedente conserva la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, seguirá siendo responsable ante Tesorería, de las obligaciones provenientes de este Sistema, tanto de las ya devengadas como de aquellas por devengarse, y tendrá un crédito en contra del cesionario por un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Si en el caso a que alude el inciso
primero de este artículo, el cesionario encomienda a un tercero la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, el nuevo administrador subrogará al anterior en las obligaciones originadas por la aplicación de este Sistema, ante Tesorería. El nuevo administrador tendrá un crédito en contra del cesionario, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Si al momento en que el beneficiario
solicita acogerse a este sistema, el administrador no fuere titular del crédito o arrendador promitente vendedor, el administrador deberá recabar el consentimiento previo del titular del crédito o arrendador promitente vendedor, para acceder a lo
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solicitado. En este caso, si el titular del crédito o arrendador promitente vendedor otorga su consentimiento, el administrador será responsable ante Tesorería de las obligaciones provenientes de este Sistema. Dicho administrador tendrá un crédito contra el titular o arrendador promitente vendedor, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.".
ARTICULO TRANSITORIO
- - - Reemplazar, en su inciso primero, la frase del "Fondo que se crea en esta ley" por "Servicio de Tesorerías".
- - - Sustituir, en su inciso segundo, el guarismo "1993" por "1994".
Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, queda como sigue:
"PROYECTO DE LEY:
1.- DEL SISTEMA, SU ADMINISTRACIÓN Y SUS BENEFICIARIOS.
"Artículo 1º.- Créase el "Sistema para
el financiamiento de diferencias que se puedan producir en los dividendos de préstamos hipotecarios para la vivienda y de aportes a contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa regidos por la ley N2 19.281", con motivo de la aplicación de la presente ley, en adelante "el Sistema". Las diferencias a financiar son aquellas que resulten de aplicar a los dividendos de las deudas hipotecarias o a los aportes pactados en los contratos de arrendamiento con promesa de venta regidos por la ley N2 19.281, el sistema de reajuste pactado en el respectivo contrato y las sumas
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que el deudor o arrendatario, en su caso, deban efectivamente pagar de haberse acogido a las normas de esta ley.
Artículo 2º.- El Servicio de Tesorerías, en adelante, "la Tesorería", tendrá a su cargo proveer el financiamiento del Sistema con cargo al aporte fiscal que anualmente se considere en la Ley de Presupuesto. Además, la Tesorería deberá cobrar y percibir las cuotas que las instituciones acogidas al Sistema deban pagar en razón de haber hecho uso del financiamiento.
Artículo 3º.- El Sistema se aplicará exclusivamente a los bancos, sociedades financieras, administradoras de mutuos hipotecarios a que se refiere el artículo 21 Bis del DFL. 251 del año 1931 y a las sociedades inmobiliarias a que se refiere la ley N2 19.281, en adelante las "Instituciones" que, en la forma establecida en esta ley, hubiesen comunicado a la Tesorería su decisión de acogerse a sus disposiciones. Asimismo, sólo se entenderán acogidos al Sistema los deudores hipotecarios o los arrendatarios promitentes compradores de estas Instituciones que, a su vez, las hayan notificado expresamente de igual decisión y cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.
2.- DE LA FORMA EN QUE LAS INSTITUCIONES PUEDEN ACOGERSE O RETIRARSE DEL SISTEMA.
Artículo 4º.- Una Institución se entenderá acogida al Sistema desde el momento mismo en que ingrese, a la Oficina de Partes de la Tesorería, una comunicación firmada por su representante legal, en la que manifieste expresamente su decisión de acogerse a éste.
Además, para el solo efecto del conocimiento público de esta decisión, deberá, a su costo y dentro de los 15 días siguientes a la fecha de entrega de la comunicación a que se refiere el inciso precedente, publicarla por dos veces en un diario de la respectiva región o, de tratarse de Instituciones cuya sede principal sea la ciudad de Santiago, en dos diarios de circulación nacional. Entre los avisos deberá mediar un lapso no inferior a cinco días. El incumplimiento de esta obligación dejará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, la comunicación respectiva, sin perjuicio de que pueda repetirse el procedimiento.
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De igual manera, en caso de tener deudores hipotecarios o arrendatarios promitentes compradores al momento de efectuar la comunicación, deberá informarles este hecho por escrito junto con enviarles el aviso de cobro del respectivo dividendo o aporte de arrendamiento de más próximo pago. En el caso de nuevos deudores hipotecarios o arrendatarios promitentes compradores, el hecho de estar la Institución acogida al Sistema, deberá ser expresamente indicado en el contrato y estipularse si el deudor o arrendatario, en su caso, se acogen o no a éste, sin perjuicio de que pueda hacerlo con posterioridad de acuerdo a lo establecido en el articulo 72.
Artículo 5º.- Las Instituciones, siempre y en cualquier momento, podrán retirarse del Sistema, mediante el procedimiento señalado en el inciso primero y segundo del articulo precedente.
El retiro no afectará, en modo alguno, a los deudores hipotecarios y arrendatarios promitentes compradores que, hasta el día de efectuarse la última publicación establecida en el inciso segundo del artículo 42, se hubiesen acogido al Sistema y, a su respecto, la Institución tendrá las obligaciones y derechos que emanan de las normas de esta ley.
3.- DE LOS DEUDORES HIPOTECARIOS Y ARRENDATARIOS PROMITENTES COMPRADORES BENEFICIARIOS DEL SISTEMA.
Artículo 6º.- sólo podrán acogerse al Sistema los deudores hipotecarios y arrendatarios promitentes compradores que cumplan los siguientes requisitos copulativos:
a) Su respectiva Institución acreedora o arrendadora debe estar acogida al Sistema;
b) Ser deudor de un contrato de crédito cuya finalidad haya sido la adquisición, construcción o mejoramiento de un inmueble destinado a su vivienda, o ser arrendatario promitente comprador de un contrato de arrendamiento con promesa de venta acogido a la ley N2 19.281;

c) La tasación comercial de la vivienda adquirida, construida, mejorada o arrendada, hecha al momento de la celebración del contrato respectivo por la Institución acreedora o arrendadora, no haya sido superior a 2.000 unidades de fomento y que el crédito
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en su caso, no haya excedido de 1.200 unidades de fomento;
d) No ser propietario de más de una vivienda o no ser arrendatario promitente comprador de más de una vivienda en los términos de la ley N2 19.281. Esta circunstancia se acreditará mediante declaración jurada que deberá adjuntarse al momento de acogerse al Sistema. La falsedad en esta declaración dejará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, su incorporación al Sistema y será castigada con la pena establecida en el articulo 210 del Código Penal y multa de 5 a 25 unidades tributarias mensuales;
e) Estar al día en el cumplimiento de las obligaciones contraidas en el respectivo contrato, Y
f) Además, tratándose de arrendatarios
promitentes compradores, que el pago de las rentas o aportes se haya estipulado en forma mensual.
Artículo 7º.- El deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador deberá manifestar por escrito su decisión de incorporarse al Sistema y aceptar pagar la sobretasa de interés que le va a cobrar la institución, de acuerdo a los términos de esta ley, la que no podrá exceder del 2% anual. Su incorporación se producirá por el solo hecho de entregar en la oficina principal, sucursal o agencia de la Institución, la declaración respectiva y la correspondiente declaración jurada que establece la letra d) del artículo 6°. Mientras no se entregue esta declaración jurada, no se producirá su incorporación.
Los beneficios de la incorporación sólo se otorgarán transcurridos que sean tres meses desde la fecha de su incorporación y se mantendrán mientras el deudor o arrendatario promitente comprador se encuentre al día en sus pagos.
El deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador que se hubiese acogido al Sistema podrá, siempre y en cualquier momento, retirarse del mismo dando el aviso respectivo en la forma que establece el inciso primero de este artículo. El retiro se materializará por el solo hecho de entregar la declaración respectiva. Asimismo, el deudor hipotecario o arrendatario promitente comprador podrá reincorporarse al Sistema cumpliendo el trámite establecido en dicho inciso primero y siempre que, entre la fecha de su retiro y la de su reincorporación, haya mediado un lapso ininterrumpido no inferior a tres
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años, tratándose de un mismo crédito hipotecario o contrato de arrendamiento con promesa de compraventa.
4.- DEL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA.
Articulo 8º.- El Sistema operará cada vez que, al último día del penúltimo mes calendario inmediatamente anterior al de aquel en que deba efectuarse la amortización del crédito o el pago del aporte de arrendamiento, se hubiese producido entre la variación del índice de reajustabilidad pactado en el respectivo contrato y la variación del Índice de remuneraciones por hora publicado por el Instituto Nacional de Estadística, una diferencia superior a la variación determinada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para estos efectos. En caso que la diferencia entre ambas variaciones sea inferior a la determinada por la Superintendencia, no tendrá lugar el mecanismo establecido en esta ley.
Artículo 9°.- En el evento que la diferencia de reajustabilidad entre los Sistemas indicados en el artículo anterior exceda de la variación máxima señalada por la Superintendencia, el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador acogido al Sistema, sólo estará obligado a pagar el respectivo dividendo o aporte de arrendamiento pactados reajustado conforme al índice de variación de remuneraciones por hora. La diferencia que resulte entre este índice y el contractual será financiada por la Tesorería, en forma tal que el acreedor o arrendador reciba en su totalidad la amortización o aporte de arrendamiento conforme al Sistema de reajustabilidad pactado en el contrato.
Esta diferencia se determinará en unidades de fomento conforme a la equivalencia en pesos que ésta tenga al día de vencimiento de la respectiva mensualidad y la Tesorería a lo menos trimestralmente, deberá entregarla a la Institución que deba recibir el financiamiento, conforme a la equivalencia que la unidad de fomento tenga al día de su pago efectivo.
La Institución beneficiada será directamente deudora de la Tesorería por las unidades de fomento recibidas, las que deberá pagar a ésta con el interés correspondiente a una tasa anual que será fijada por el Ministerio de Hacienda y que deberá ser similar a la que devenguen los títulos de deuda emitidos por el Estado o, en su defecto, por el Banco Central de Chile. Este interés se capitalizará
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anualmente. La restitución del financiamiento y el pago de los intereses se hará en la misma forma y oportunidad en que deba hacerlo el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, conforme a lo establecido en el artículo siguiente.
Cada vez que se produzca la circunstancia señalada en el inciso primero de este artículo el aviso de cobro al beneficiario, además del valor de la mensualidad calculado de acuerdo al sistema de reajustabilidad pactado, deberá contener su valor calculado de acuerdo a la variación experimentada por el índice de Remuneraciones por Hora publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anteprecedente a aquél a que el deudor o arrendatario promitente comprador se acogió al Sistema y el mes anteprecedente al del pago de la respectiva mensualidad.
Artículo 10.- El deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador, por el solo hecho de acogerse al Sistema, queda obligado a pagar las diferencias a que se refiere el artículo precedente, determinadas en unidades de fomento y con una tasa de interés equivalente a la vigente para los refinanciamientos otorgados por la Tesorería más el recargo pactado, en cuotas mensuales y sucesivas que irán venciendo en los meses inmediatamente posteriores al de la última mensualidad estipulada en el contrato respectivo. Su monto será igual al promedio de las últimas doce mensualidades que el beneficiario debió pagar conforme al contrato y se les aplicará el Sistema de Financiamiento, si ello fuere procedente. El número de estas cuotas se extenderá hasta que el crédito hipotecario o aporte de arrendamiento queden íntegramente pagados, incluido el refinanciamiento que hubiese tenido lugar.
Los intereses se aplicarán sobre el saldo de capital adeudado y se capitalizarán anualmente.
En caso de que el deudor o arrendatario
promitente comprador hiciere un abono anticipado a su contrato original y éste hubiere hecho uso del mecanismo establecido en esta ley, estos fondos se aplicarán primero a restituir los montos financiados conforme a esta ley, y el remanente, si lo hubiere, se aplicará a las obligaciones del contrato original. Este prepago dará origen a una obligación equivalente de prepago por parte de la institución respectiva a Tesorería.
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Las instituciones llevarán un registro de todas las operaciones que se efectúen por la aplicación de las normas de esta ley y enviarán, a lo menos mensualmente, una nómina de ellas a la Tesorería.
Artículo 11.- El Sistema establecido en esta ley no modifica ni altera las estipulaciones contractuales ni afecta la calidad de título ejecutivo que tenga el instrumento respectivo. Ello no obstante, para todos los efectos legales, se entenderá que el deudor hipotecario o el arrendatario promitente comprador han cumplido debidamente su obligación contractual por el solo hecho de pagar oportuna y efectivamente los dividendos o aportes de arrendamiento, conforme a los términos de la presente ley. El no pago oportuno y cabal de las cuotas de financiamiento en los términos establecidos en el artículo precedente, producirá los mismos efectos que se hayan estipulado en el contrato original para el caso de no pago de cualquiera cuota de amortización o de aporte de arrendamiento.
Artículo 12.- Los actos y contratos que sean necesario celebrar para materializar el financiamiento establecido en la presente ley, estarán exentos del impuesto de timbre y estampillas establecidos en el Decreto Ley 3.475, de 1980.
5.- DE LOS EFECTOS DE LA CESIÓN DE LOS MUTUOS
HIPOTECARIOS Y DE CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO CON
PROMESA DE COMPRAVENTA REGIDOS POR LA LEY N° 19.281.
Artículo 13.- Las cesiones de mutuos endosables o de contratos de arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, efectuadas después que el deudor o arrendatario promitente comprador se hubiere acogido a este sistema, incluirán el crédito originado por este concepto.
Si en el caso a que se refiere el inciso anterior, el cedente conserva la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, seguirá siendo responsable ante Tesorería, de las obligaciones provenientes de este Sistema, tanto de las ya devengadas como de aquellas por devengarse, y tendrá un crédito en contra del cesionario por un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
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Si en el caso a que alude el inciso primero de este artículo, el cesionario encomienda a un tercero la administración del crédito o del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, el nuevo administrador subrogará al anterior en las obligaciones originadas por la aplicación de este Sistema, ante Tesorería. El nuevo administrador tendrá un crédito en contra del cesionario, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Si al momento en que el beneficiario solicita acogerse a este sistema, el administrador no fuere titular del crédito o arrendador promitente vendedor, el administrador deberá recabar el consentimiento previo del titular del crédito o arrendador promitente vendedor, para acceder a lo solicitado. En este caso, si el titular del crédito o arrendador promitente vendedor otorga su consentimiento, el administrador será responsable ante Tesorería de las obligaciones provenientes de este Sistema. Dicho administrador tendrá un crédito contra el titular o arrendador promitente vendedor, de un monto equivalente al de los pagos que deba efectuar por este concepto a Tesorería.
Artículo transitorio.- Se faculta al Presidente de la República para poner a disposición del Servicio de Tesorerías el aporte a que se refiere el artículo 2°, con cargo a la Ley de Presupuestos.
El gasto que demande la aplicación de esta ley, durante el año 1994, se financiará con cargo al ítem 50-01-25-33.104, de la partida "Tesoro Público" de la Ley de Presupuestos vigente.".
Acordado en  sesiones  celebradas  los días 19 de Octubre de 1993, 13 y 20 de Abril, 4, 11 y 18 de Mayo, y 1° y 8 de Junio, todas del año 1994, con asistencia de los HH. Senadores señores Otero y Ríos 
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(Presidentes), Cooper, Freí Bolívar, Freí (doña Carmen) (Díaz), Letelier (Fernández y Me Intyre).
Sala de Comisión,  a 13 de Junio de 1994
